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         CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 
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SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA 

 

  

Magistrada ponente: AURA PATRICIA LARA OJEDA 

 

DERECHOS POLÍTICOS/PROGRAMA DE GOBIERNO/OFRECIMIENTO DE 

DÁDIVAS EN CAMPAÑA ELECTORAL DEBE EFECTUARSE DESDE LA ÓPTICA 

SUBJETIVA/ 

OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

Procede la Sala a resolver la demanda de nulidad electoral presentada por 

la señora ÁNGELA MARÍA RODRÍGUEZ BOLIVAR, contra el acto de elección 

del señor LUIS EDUARDO CASTRO como alcalde municipal de Yopal para el 

periodo constitucional 2020-2023. 

 

I ANTECEDENTES 

 

1.1 PRETENSIÓN 

 

Que se declare la nulidad del acto administrativo contenido en el acta 

general de escrutinio  (E-26 ALC), mediante la cual la comisión escrutadora 

municipal de Yopal, luego de los comicios realizados el 27 de octubre de 

2019, declaró la elección del señor Luis Eduardo Castro como alcalde de 

Yopal para el periodo constitucional 2020 -2023 y ordenó la expedición de 
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la respectiva credencial y que de conformidad con lo establecido en el 

artículo 288 numeral 3° del  C.P.A.C.A. se decrete la cancelación de la 

credencial a que haya lugar. 

  

1.2 HECHOS 

 

Relata los siguientes: 

 

1.2.1. El 27 de octubre de 2019, se llevaron a cabo en todo el territorio 

nacional las elecciones de autoridades locales, entre ellas las de alcalde de 

Yopal Casanare. 

 

1.2.2. En la elección para alcalde de Yopal participaron los siguientes 

ciudadanos: 

 

 

1.2.3. Como resultado del escrutinio, el señor Luis Eduardo Castro fue 

declarado electo el 14 de noviembre de 2019, por la Comisión Escrutadora 

Municipal de Yopal Casanare. 

1.2.4. La campaña del señor Luis Eduardo Castro a la alcaldía de Yopal 

contó con una organización estructurada a su cargo donde se realizaron 

prácticas que atentaron contra la libertad del sufragio, que significaron 
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coacción, violencia y vulneración de la libertad de los electores, al ofrecer 

dádivas mediante un programa de afiliación para adquirir vivienda de 

interés social a cambio de su voto. 

 

1.2.5. El mismo Luis Eduardo Castro, reconoció que una vez llegara a la 

alcaldía de Yopal, entregaría viviendas a quienes cumplieran dos requisitos: 

- en campaña se hubieran inscrito a su “programa de vivienda “a través de 

los formularios destinados para ello y - comprobaran en su voto con el 

certificado electoral (cita el documento anexo 01 de la demanda).  

 

1.2.6. A través de los formularios para acceder a las supuestas viviendas 

prioritarias y de interés social se podía verificar los votantes que se habían 

vinculado a la campaña de Luis Eduardo Castro de un lado y con el 

certificado electoral comprobar que el ciudadano evidentemente había 

sufragado, bajo la promesa de una vivienda de interés social y/o prioritaria 

(cita el documento anexo 02 de la demanda). 

 

1.2.7. Sostiene la demandante que el resultado electoral de Yopal se 

tergiversó por votos obtenidos fraudulentamente, lo cual afectó a la 

candidata que siguió en votación y que hubiera resultado elegida como 

alcaldesa de esa circunscripción electoral. 

   

1.3 NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

 

Cita los artículos 40 y 258 de la Constitución Política; los artículos 137, 139 y 

275 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, así como el artículo 27 de la ley 1475 de 2011. 

 

Alude a un cargo único, infracción del artículo 40 numeral primero y artículo 

258 de la Constitución Política y del numeral 1º del artículo 275 de la ley 1437 

2011 y aduce que la causal de anulación del acto de elección del señor 

Luis Eduardo Castro, como alcalde del municipio de Yopal se configura por 

la coacción ejercida sobre los votantes para garantizar su elección, con lo 

cual desconoció la garantía constitucional de ejercer el sufragio sin ningún 

tipo de coerción y de forma secreta. 
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Sostiene la demandante que los votos obtenidos por el señor Luis Eduardo 

Castro, fueron el resultado de tácticas espurias y engañosas a través de una 

organización bien estructurada, dedicada a la corrupción del sufragante 

con la promesa de vivienda gratis y así alterar la realidad y voluntad de las 

personas mediante la influencia indebida en el electorado y de contera 

con la restricción de la libertad para escoger por quién votar. 

 

1.4 CONTESTACION DE LA DEMANDA 

 

1.4.1 LUIS EDUARDO CASTRO 

 

Como argumento de defensa plantea la inexistencia de causa para 

demanda, asegura que no existe soporte probatorio que permita sostener 

lo afirmado en la demanda. Explica que en su programa de Gobierno 

indicó la importancia de concentrar gran parte de sus esfuerzos en 

solucionar la problemática de vivienda, lo que le exigía conocer la situación 

y proponer el acceso de los más necesitados a respuestas efectivas de la 

administración municipal. 

 

Sostiene que la demandante no fue testigo directo ni indirecto de los 

hechos relatados en la demanda, lo cual ocasiono que se invocaran 

normas a todas luces improcedentes, como alegar la corrupción electoral 

y el constreñimiento al elector mediante el ofrecimiento de dádivas o 

compra de votos, sin que tenga soporte probatorio alguno. Hace énfasis en 

que su campaña se limitó a exponer su propuesta en materia de vivienda y 

cómo los ciudadanos podrían acceder a dichos créditos, bien para 

vivienda de interés social, como para desarrollar proyectos de 

autoconstrucción.  

 

Relata que, tiempo atrás ha trabajado mediante consultas y contactos con 

la comunidad del municipio de Yopal en las áreas urbana y rural, para 

conocer la problemática de la vivienda y buscar la solución y con tal 

propósito diseñó un formulario diagnóstico, sobre el cual se refirió en una de 

las entrevistas, previo a las elecciones en que manifestó que tenía la 

autoridad para hablar de vivienda con cifras, argumentos y precisó que  

según los datos hay 15.000 personas sin vivienda y que su propuesta de 

Gobierno contempla 5.000 soluciones de vivienda, la mitad en 



TRIBUNAL ADMINSITRATUVO DE CASANARE 
85001-2333-000-2019-00195-00 Pág. 34 

 

5 
 

apartamentos y la otra mitad en lotes con servicios diseño de 2 plantas por 

política de autoconstrucción e hizo claridad que se trataba de un formulario 

de diagnóstico para vivienda urbana.  

 

Afirma que no incurrió en actos de corrupción electoral, pues no coaccionó 

al elector a que votara por él a cambio de vivienda de interés social y que 

nunca efectuó ofrecimiento ni posterior entrega de dinero para obtener 

resultados favorables en las urnas, razón por la cual solicita se resuelva de 

manera desfavorable la pretensión de nulidad electoral. 

 

1.4.2. CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 

 

Sostiene que si bien las causales de anulación del acto electoral son 

taxativas conforme lo establece el artículo 275 de la ley 1437de 2011, el 

Consejo de Estado Sección Quinta radicación 11001-03-28-000-2018-00084-

00- Consejero ponente Carlos Enrique Moreno Rubio, también ha indicado 

que cuando se trate de prácticas corruptas adelantadas directa o 

indirectamente por candidatos a cargos de elección popular que afecten 

la pureza y la libertad del voto de los electores, estas constituyen una causal 

subjetiva de nulidad electoral independiente. 

 

Resalta que, para la configuración de este tipo de causal de nulidad se 

requiere un acervo probatorio bastante certero, por cuanto las solas 

afirmaciones sin respaldo probatorio, pueden implicar una restricción de los 

derechos políticos de los ciudadanos aspirantes a un cargo público. Explica 

que si bien es cierto a través del proceso de nulidad electoral se pretende 

garantizar la verdad electoral así como los postulados y principios 

democráticos que deben regir el estado social de derecho,  el medio de 

control no se puede convertir en una instancia donde se determinen 

responsabilidades de carácter penal, como ocurre en el presente trámite 

donde la demandante atribuye la comisión de ciertos delitos sin acreditar 

dentro del plenario que los mismos hubiesen sido puestos en conocimiento 

de la autoridad competente. 

 

Manifiesta que en el presente asunto deberá demostrarse en la comisión de 

los delitos contra los mecanismos de participación democrática por parte 

de la persona que resultó elegida como alcalde, lo anterior porque en 

aplicación del artículo 29 de la Constitución Política toda persona debe ser 
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tratada como inocente mientras no se demuestre lo contrario a través de 

un proceso judicial adelantado con las todas garantías, en el cual se haya 

declarado judicialmente culpable mediante sentencia ejecutoria. De 

conformidad con lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral se atiene a lo 

que resulte probado dentro de la presente actuación. 

 

1.4.3. INTERVENCIÓN DE LOS IMPUGNANTES DE LAS PRETENSIONES. 

 

1.4.3.1. PEDRO CAMILO VIDALES CAMACHO 
 

En su concepto lo aseverado en la demanda no tiene ningún respaldo 

probatorio, indica que con el libelo además de los documentos electorales 

E26 con Y E27, la parte actora aportó vídeos con los que pretende 

infructuosamente demostrar la presunta conducta constitutiva de actos de 

corrupción, trae a colación los artículos 29 de la C. P., 214 del C.P.A.C.A. y 

23 del C.P.P., en cuanto disponen que es nula de pleno derecho toda 

prueba obtenida con vulneración al debido proceso. Por tanto, las 

grabaciones obtenidas sin autorización o consentimiento y sin que hayan 

sido ordenadas por la autoridad competente deben ser excluidas de todo 

tipo de proceso pues presentan vulneración al derecho fundamental a la 

intimidad, situación que aplica en el presente caso. 

 

Manifiesta que cualquier candidato que aspire a un cargo de elección 

popular, puede presentar la propuesta de solución de vivienda como una 

promesa válida a las personas que carecen de techo y ellos no significa que 

a sus electores se les esté comprando el voto como lo asevera la parte 

actora para desprestigiar una campaña que logró una victoria en franca 

lid. 

 

Por lo anteriormente expuesto solicita despachar de manera desfavorable 

las pretensiones de la demanda y en consecuencia dejar en firme la 

elección del señor Luis Eduardo Castro como alcalde de Yopal. 

 

1.4.3.2. OROMARIO AVELLA BALLESTEROS 

 

Cita el artículo 275 del C.P.C.A. en cuanto dispone que los actos de 

elección o nombramientos son nulos en los eventos en que procede la 

nulidad de carácter general del artículo 137 ibídem y de manera especial 
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cuando se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, 

electores o autoridades electorales, circunstancias que no están 

demostradas en el presente asunto; considera que la propuesta de índole 

social plasmada en el programa de Gobierno, consistente en la vivienda 

prioritaria no riñe con ningún principio democrático como tampoco 

adelantar un censo a través del aludido formulario diagnóstico para 

vivienda urbana en Yopal, con el fin de establecer el déficit real de  vivienda 

en el municipio para estructurar dicho programa y que con ello no se está 

ofreciendo dadiva o ejerciendo violencia o práctica corrupta a cambio de 

votos cómo lo pretende hacer creer la demandante de manera falaz y 

temeraria. 

 

En cuanto a que el candidato hubiese  manifestado que para acceder al 

citado programa de vivienda se requería presentar el certificado electoral,  

se trata de un comentario en abstracto que tampoco tiene la entidad 

suficiente para alterar el ánimo del elector como quiera que la Ley 403 de 

1997 de estímulos para sufragantes, señala este requisito para acceder a los 

beneficios que ofrece el Estado como becas y subsidios, motivo por el cual 

no le asiste razón a la accionante para asegurar que el señor Luis Eduardo 

Castro vulneró derechos políticos del electorado, por mencionar que para 

acceder a un programa de vivienda en el futuro se exigiría la presentación 

del certificado electoral. 

 

1.5 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

1.5.1 Intervención del demandado 

 

Traer a colación las pruebas recaudadas en el proceso así: 

 

Alega que, en este asunto, no existen pruebas ni evidencias que afecten la 

legitimidad y transparencia del proceso electoral, como de la campaña 

adelantada por LUIS EDUARDO CASTRO como candidato a la Alcaldía, ni 

de los votos por él obtenidos, a partir de los mandatos legales y los 

precedentes jurisprudenciales por las siguientes razones: 

 

a) La elaboración de un programa serio de vivienda como eje de su 

campaña electoral y del plan de gobierno Yopal 2020-2023;  
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b) La inexistencia de un proceder irregular de LUIS EDUARDO CASTRO en su 

campaña al adelantar la misma sustentada en el eje del acceso a la 

vivienda para una población mayormente carente de la misma, elaborado 

a partir de un diagnóstico serio y riguroso que mal puede calificarse de 

irregular y corrupto; 

 

c) La ausencia de una mínima carga procesal de la demandante para 

acreditar la conducta reprochada al señor Luis Eduardo Castro de  estar 

incurso en la causal de nulidad electoral consagrada en el inciso segundo 

artículo 137 del CPACA. 

 

Argumenta que LUIS EDUARDO CASTRO, incluyó dentro de sus propuestas, 

la relacionada con vivienda, que contenía el acceso a créditos para los 

más necesitados, en especial, población desplazada, víctimas de la 

violencia y madres cabeza de familia y los mecanismos que deberían 

ejecutarse en su gobierno para garantizar el acceso a vivienda de por lo 

menos unas 5.000 personas, lo cual exigía determinar en qué estado se 

encontraba la población del municipio de Yopal respecto a tener vivienda 

propia, arrendada o si carecían en absoluto de ella. Para este propósito, se 

conformó un equipo de expertos, quienes desde antes del inicio de la 

campaña, venían estudiando, a través de análisis, consultas y el contacto 

con la comunidad en las áreas urbana y rural, la situación real de esa 

problemática en el municipio y, a partir de ese análisis como del diagnóstico 

que se decidió realizar, elaborar un programa serio de vivienda que 

materializaría, como lo hizo, en su plan de gobierno y de desarrollo para el 

cuatrienio 2020 a 2023, indicando que así lo precisó el demandando en 

interrogatorio de parte. 

 

Esgrime que no existió, ninguna relación de conexidad entre el formulario y 

el voto ciudadano; que en ninguna parte del formulario, ni de las 

declaraciones de campaña dadas por el demandado, hubo invitación a 

que quienes llenaran el formulario y votaran por Luis Eduardo Castro, 

accederían a una solución de vivienda, pues ni hubo ofrecimiento de 

vivienda gratuita, ni se dejó de reconocer que, de un lado, del inmenso 

número superior a 15.000 familias que carecían al momento de la elección 

de vivienda, sólo se podría llegar en consideración a la situación fiscal y 
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presupuestal del municipio, a ofrecer subsidios de vivienda, además de 

utilizar el vehículo de la auto construcción, y que para hacerlo, sería 

fundamental cumplir todos los requisitos fijados por la ley de vivienda. 

 

En cuanto a los videos incorporados como pruebas, afirma que se limitan a 

reproducir entrevistas efectuadas por Luis Eduardo Castro como candidato 

a la Alcaldía de Yopal, donde explica sus propuestas, en particular en 

materia de vivienda. En ninguna parte estos videos prueban las acusaciones 

hechas por la demandante, ni configuran prueba de algún proceder 

irregular o constitutivo de corrupción al sufragante. Señala que tanto el 

interrogatorio de parte, como el resultado de la investigación penal 

adelantada en contra del señor Castro por parte de la Fiscalía General de 

la Nación, desvirtúan en su totalidad los argumentos de la demanda. 

 

1.5.2. Intervención de PEDRO CAMILO VIDALES CAMACHO- IMPUGNANTE DE 

LA PRETENSIÓN. 

 

Alega que el  ciudadano LUIS  EDUARDO  CASTRO, como aspirante  a  la 

alcaldía de  Yopal, no ejerció ninguna  coacción  sobre  los sufragantes  

para que se configure una  causal  genérica de nulidad  del acto electoral 

contenido en los formularios E-26 CON y E-27 CON, mediante el cual  la 

Comisión Escrutadora Municipal  de  Yopal lo declaró  electo para  el 

período 2020 a 2023, por la supuesta violación a los artículos 40 numeral 1º y 

artículo 258 de la Constitución Política, vale decir el desconocimiento de  la  

garantía constitucional  de  ejercer  el  sufragio  sin  ningún  tipo  de coacción 

y de forma secreta. 

 

Sostiene que  cuando  LUIS  EDUARDO  CASTRO inscribió su programa de 

gobierno, en los términos de la Ley 131 de 1994, por la cual se reglamenta 

el voto programático y se dictan otras disposiciones, estableció claramente  

en  su  propuesta  para  su  eventual cuatrienio,  que pretendía construir  

para  los  Yopaleños nacidos  y  por  adopción,  un  total  de  5.000 soluciones 

de vivienda en las diferentes modalidades, como vivienda nueva VIS,  VIP, 

autoconstrucción, lotes   con   servicios   etc.  Refiere el coadyuvante del 

demandado, que esta   propuesta al electorado es legítima, viable y 

aterrizada, por lo que jamás se puede interpretar como si estuviera 
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ofreciendo una dádiva a cambio del voto, como pretende señalar 

sesgadamente la demandante en la acción de Nulidad electoral.  

 

Por el contrario, obedece a la identificación de una necesidad 

evidenciada a través de un diagnóstico realizado con la comunidad y 

líderes políticos, que soporta su programa de gobierno EJE SOCIAL -

NUMERAL 4.7. VIVIENDA, también de su plan de desarrollo 

“YopalCiudadSegura2020-2023”. Precisa que no se ofreció vivienda gratuita 

como dadiva a cambio del voto. Resalta que en el   interrogatorio   de   

parte,   el   demandado   alcalde   de   Yopal   LUIS EDUARDO CASTRO, fue 

enfático al indicar que para determinar la necesidad de   vivienda   realizó   

un diagnóstico,  encuestando a  las personas que voluntariamente asistían 

a  la  oficina  dispuesta  en  la  campaña  para  tal propósito en donde se 

les exponía en qué consistía la propuesta de vivienda del candidato, la cual 

se iba a materializar aunando esfuerzos con recursos de  los   beneficiarios   

y del   orden   municipal, departamental  y  nacional,  de  conformidad  con  

los respetivos  planes  de desarrollo  de  cada  entidad para  el otorgamiento 

de  subsidios  de  vivienda, pero nunca se les ofreció una vivienda a cambio 

de su voto, razón por la cual concluye que  en el presente caso, no  se  

presentó ninguna irregularidad.  

 

Igualmente recalca que el alcalde de Yopal, en su interrogatorio  indicó 

que cuando hizo alusión al certificado electoral en alguna entrevista, lo hizo 

apegado a la legalidad, ya que la Ley 403  de  1997  por  la  cual  se  

establecen  estímulos  para  los  sufragantes, establece  en  su artículo 2 No. 

4, lo siguiente “...Quien  hubiere  ejercido  el derecho al voto en la votación 

inmediatamente anterior tendrá derecho a ser preferido,   frente   a   quienes   

injustificadamente no lo hicieron, en la adjudicación  de  becas  educativas,  

de  predios  rurales  y  de  subsidios  de vivienda   que   ofrezca   el   Estado,  

en caso de igualdad de condiciones estrictamente establecidas en  

concurso  abierto...”. De lo anterior, el interviniente extrae que, en materia 

de subsidio de vivienda, indudablemente se debe preferir a quien haya 

sufragado en las elecciones sin determinar por quien lo hizo, pues no existe 

forma de saberlo, por lo que la manera de demostrar este requisito es el 

certificado electoral con verificación del domicilio en esta ciudad. 
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De las pruebas documentales decretadas, indica que la Fiscalía General de 

la Nación, mediante comunicación No. 0187 del 8 de septiembre de 2020, 

informó que la investigación CUI No. 850016001172201901798, adelantada 

en contra de LUIS   EDUARDO CASTRO por el delito de CORRUPCION AL 

SUFRAGANTE, fue archivada por atipicidad  de  la  conducta,  lo  cual  revela  

claramente  que la  actividad realizada en la campaña electoral no estaba 

contemplada en la ley como un delito y que el investigador de la SIJIN, 

DEIBY AVENDAÑO DAZA, consignó en su informe lo siguiente: 

 

 “...De otra parte se logró establecer que lo que respecta al tema de 

vivienda enunciado en la campaña de LUIS EDUARDO CASTRO se trataba 

de implementar programas de vivienda por autoconstrucción como 

estrategia de pertenencia arraigo social y generación de empleo al núcleo 

familiar. Asimismo gestionar recursos para desarrollar un proyecto de 

vivienda que beneficiaría a quienes tengan ingresos superiores a 4 salarios. 

También gestionar ante el gobierno nacional un proyecto de vivienda 

modalidad de profesionales, dirigido a quienes tengan ingresos superiores a 

4   salarios.   Finalmente   gestionar   subsidios   de   vivienda   nueva   para 

construcción en sitio propio y mejoramientos de vivienda a la población 

vulnerable que lo quiera. Cabe resaltar que lo mismo se efectuó en el 

proyecto de fortalecimiento empresarial y reactivación económica.  Lo 

anterior se observa como un proyecto, como un programa de gobierno y/o 

plan de acción político donde de acuerdo a los formularios anexados por 

la denunciante se trataba de un diagnóstico que se haría para conocer la  

problemática  de vivienda y del comercio en general que tiene el municipio 

de Yopal...”.  

 

En dicho documento indicó que entrevistó a la denunciante RUTH YANETH 

GONZÁLEZ RESTREPO, el día 11 de agosto  de 2020  a quien se le indagó si 

tenía conocimiento sobre  un  formulario  para  un  proyecto  de  vivienda  

en  la  campaña  de  LUIS EDUARDO  CASTRO, contestando  que  

efectivamente  ella  había  suscrito dicho formulario, el cual era para realizar 

un análisis de las personas que se encontraban sin vivienda en la ciudad de 

Yopal, que nunca se les exigió nada  y  que  ni  siquiera  ella  voto  por  LUIS  

EDUARDO CASTRO. 

 

En su criterio, las declaraciones de  las denunciantes al  investigador  del 

ente acusador corrobora lo manifestado por LUIS EDUARDO CASTRO en su 

interrogatorio de parte respecto a que el formulario se trataba de una 

encuesta, que nunca se les exigió nada, ni se les ofreció vivienda gratis, 

concluyendo además  que  ellas ni  siquiera  habían votada  por  él,  lo  cual  

demuestra igualmente que no existió ninguna clase de presión, coacción o 

corrupción contra el elector, por parte de la campaña del demandado.  
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Finalmente, alega que la parte actora no logró demostrar una supuesta 

corrupción al elector y que por tanto el cargo único no tiene vocación de 

prosperidad. Solicita se nieguen las pretensiones de la demanda y se deje 

en firme la elección de LUIS EDUARDO CASTRO como alcalde de Yopal.  

 

1.5.3. Intervención de OROMARIO AVELLA BALLESTEROS- IMPUGNANTE DE LA 

PRETENSIÓN. 

 

En primer lugar, resalta el abandono del proceso por parte de la 

demandante, tanto en la fijación del litigio como en la audiencia de 

pruebas que ella misma solicitó, deber procesal que en el presente caso no 

cumplió y que conllevó a un desgaste innecesario del aparato judicial. 

 

Alega que, al contrario de las apreciaciones subjetivas de la demandante, 

la campaña del señor Castro a la alcaldía de Yopal, fue organizada de 

manera que le permitiera recoger las necesidades más sentidas de la 

población y poder estructurar su programa de gobierno con el único 

propósito de cumplir las expectativas de sus electores, en armonía con las 

políticas públicas del Estado y el Plan de Desarrollo Nacional, así como lo 

puntualizó el señor Luis Eduardo en la audiencia de pruebas. Sobre el 

documento denominado “FORMULARIO DIAGNÓSTICO” resalta que es el 

mismo formulario analizado por la Fiscalía 13 Seccional de Yopal y que 

contiene los datos del señor Alfonso González, donde  se hace referencia 

del interrogatorio a la señora Ruth Janet González, quién manifestó que 

efectivamente ella había suscrito el formulario para realizar un análisis de las 

personas que se encontraban sin vivienda en la ciudad de Yopal y que 

nunca se les había exigido nada, que además ella ni siquiera votó por Luis 

Eduardo Castro. 

 

Aduce que no existe ningún documento, zonificación o base de datos que 

conduzcan a indicio alguno de la existencia de seguimientos o filtración de 

esos controles a los lugares de votación en las elecciones regionales de 

2019, ni tampoco queja o denuncia posterior a la elección sobre estos 

tópicos por personas determinadas. 
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Sostiene que el señor Luis Eduardo Castro en la campaña a la alcaldía de 

Yopal, estructuró el compromiso de desarrollar programas de vivienda de 

interés social, aclarando que no lo hizo para obligar al electorado sino para 

que éste eligiera el programa de Gobierno que más se ajustaba a satisfacer 

las necesidades básicas de la población, por cuanto la Ley 131 de 1994 

desarrolla el artículo 259 de la Constitución Política y prescribe que el voto 

popular para elegir  a los gobernantes es de tipo programático. Finalmente 

subraya la insuficiencia probatoria y solicita negar las pretensiones.  

 

1.6 CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Procurador 53 Judicial II Administrativo de Casanare, trae a colación la 

sentencia del 16 de mayo de 2019, proferida dentro del medio de control 

Nulidad Electoral, Rad No.11001-03-28-000-2018-00084-00, en la cual se 

debatió el tema de prácticas contrarias a la libertad del elector, Consejero 

Ponente CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO. 

 

En su concepto la parte actora no cumplió con la carga probatoria y limitó 

su esfuerzo al simple dicho de la demanda, sin que el mismo se reforzara 

con otros medios de prueba que lleven al Juez de instancia a la convicción 

de la existencia de la causal de nulidad alegada, pues si bien es cierto con 

la actora aportó entre los medios de pruebas, videos en los cuales el actual 

alcalde de Yopal señor LUIS EDUARDO CASTRO, habla de subsidios   de 

vivienda para la población que demuestre el cumplimiento de algunos 

requisitos, como son no tener ningún otro tipo de subsidios y presentar el 

certificado de votación, del contenido de dicho medio probatorio, no se 

desprende la existencia de  manera automática  de  una  conducta  que  

conlleve coacción, constreñimiento o promesa a los   electores en aras de 

obtener resultados electorales  favorables, por el contrario, se alude a  unas 

propuestas  que  hacen  parte  de  un  programa  de  gobierno, en  donde  

uno  de  sus pilares era el subsidio a la vivienda, los cuales si bien se podrían 

tomar como un indicio, esto por sí solo no es suficiente para inferir la 

existencia de una conducta irregular por parte del hoy demandado.  

 

Resalta que, se allegaron unos  formularios  denominados diagnóstico para  

vivienda  digna  en Yopal, mediante los  cuales  la  campaña del candidato 
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Castro, recaudaba una información de la ciudadanía tal como nombres, 

número de documentos, teléfono, dirección, correos electrónicos, 

actividad económica, tipo de población, modalidad de vivienda entre 

otras, acontece lo mismo que con los videos allegados, en tanto que del 

mismo no se desprende la existencia de conducta  irregular que  conlleve  

la  nulidad  deprecada, podría pensarse que  la información que se 

recaudaba se utilizó en aras de obtener beneficios electorales, suposición 

que  no  se  desprende del análisis en  conjunto  del escaso  material 

probatorio aportado por  la  parte actora.  

 

Denota el desgaste al que fue sometida la administración de justicia, al 

iniciarse un proceso y después abandonar el mismo a su suerte, pues la 

demandante no compareció a ninguna de las etapas procesales 

subsiguientes y su actuación se limitó a incoar el medio de control. Ahora, si 

bien es cierto que con el libelo se solicitó el decreto de algunas pruebas 

para demostrar los  supuestos de hecho aducidos en la acción a  precaver, 

tales como el interrogatorio de parte al demandado y oficiar a la Fiscalía 

para que certifique la  existencia de investigación contra el señor Luis  

Eduardo  Castro,  por posibles conductas punibles  relacionadas  con delitos  

contra el sufragio, pruebas que fueron debidamente recaudadas, 

corroborando con más certeza  la inexistencia de la conducta reprochada. 

 

Refiere que por  correo electrónico de  fecha  7  de  Septiembre  de 2020,  

la Dirección de Fiscalías del  Casanare  allegó formato  de  archivo  de  la 

investigación No. 850016001172201901798, adelantada contra el 

ciudadano LUIS EDUARDO  CASTRO, por  presuntos  delitos  de corrupción al  

sufragante, porque no  se  logró allegar elementos materiales probatorios 

que evidenciaran las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

pudiere verse inmerso el mencionado señor, máxime cuando   se observa 

que existen dos denuncias idénticas con diferente denunciante,  sin  mayor 

información que  la transliteración de  normas  de  orden electoral,  con  solo  

una  presunta  víctima  que al ser  escuchada  en  entrevista, determinó que 

no le habían ofrecido nada, se trataba de un diagnóstico, que incluso al 

ejercer el derecho al voto no lo hizo por el aquí demandado. 
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Resalta que las denunciantes en sus correspondientes ampliaciones  de  

denuncia,  dieron  un paso  al  costado  frente  a  los  hechos  denunciados,  

dejando  a  la delegada  sin consideración alguna  que  investigar, no solo  

por  su  falta  de compromiso con la Administración de Justicia en su calidad 

de denunciantes, sino porque  no  se  logra  avizorar  que  con  los  hechos  

narrados,  efectivamente se hubiera trasgredido el ordenamiento penal. 

 

Indica que, en  el Interrogatorio de parte efectuado,  el  demandado  señor  

LUIS  EDUARDO CASTRO es    claro    en afirmar que  el mentado formulario    

denominado diagnóstico para  vivienda  digna  en Yopal, hace parte  de  

su  plan  de gobierno  y estaba encaminado  a  recaudar información de  

la población más vulnerable que pudiera ser sujeta de subsidios de vivienda 

al  momento  de  ser elegido, negando categóricamente haber ofrecido  

dichos  beneficios  a cambio de obtener  votos  favorables,  por  el  contrario, 

lo  que refiere es que conforme a las leyes, para ser beneficiarios de estos 

subsidios de vivienda, uno de los requisitos es acreditar el ejercicio del 

sufragio y no tener otro tipo de beneficios del gobierno en este mismo 

aspecto, lo que en forma alguna implica que se haya exigido a los electores  

votar  por  este candidato en  especial  a  cambio  de  dichos subsidios de 

vivienda, pues para llegar  a tal conclusión tendría que  haberse  acreditado 

al menos  que  las personas que diligenciaron estos  formularios votaron en  

su integridad  por  el  candidato  CASTRO y que dicha votación fue 

consecuencia de promesas irregulares y compromisos electorales del 

candidato electo, cuestión que en aspecto alguno fue demostrada.  

 

Por las anteriores consideraciones, solicita negar las pretensiones de la 

demanda. 

 

TRÁMITE PROCESAL 

 

La demanda se admitió por auto del 18 de diciembre de 2019 y se negó la 

medida cautelar solicitada (fls. 13-16, consecutivo 00), providencia que se 

notificó por estado N°230, vía correo electrónico del 19 de diciembre del 

mismo año a todos los sujetos procesales (fl.17, consecutivo 00); se fijó aviso 

a la comunidad en general N°2019-015 (fl. 21, consecutivo 00); se practicó 

diligencia de notificación personal al señor Luis Eduardo Castro el 28 de 

enero de 2020 (fl.59, consecutivo 00). Dentro de la oportunidad procesal los 

demandados contestaron la demanda y formularon excepciones. Por auto 
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de cúmplase del 2 de marzo de 2020, se ordenó el traslado de los medios 

exceptivos (fls. 110-111, consecutivo 00), sin que la parte actora efectuara 

pronunciamiento.  

 

En auto del 30 de julio de 2020, se tuvo por contestada la demanda de los 

sujetos procesales y se resolvió de manera favorable la excepción de falta 

de legitimación en la causa por pasiva formulada por la Registraduría 

Nacional del Estado Civil. Así mismo, se tuvo como coadyuvantes del 

demandado a los señores Pedro Camilo Vidales y Oromario Avella 

Ballesteros (consecutivo 9 del expediente digitalizado).  

 

Por auto del 28 de agosto de 2020 señaló como fecha para la audiencia 

inicial, el 4 de septiembre del año en curso (consecutivo 21 expediente 

digitalizado); se llevó a cabo en la mencionada fecha (consecutivo 37 

expediente digitalizado), en ella se fijó el litigio, se decretaron las pruebas 

solicitadas por las partes y se fijó el 14 de septiembre para la audiencia de 

pruebas (consecutivo 37). 

 

La audiencia de pruebas se practicó en la fecha programada la cual se 

celebró en 14 de septiembre de la presente anualidad, en la que se 

recepcionó el interrogatorio de parte al demandado, se incorporó la 

prueba solicitada a la Fiscalía Seccional de Yopal y se corrió traslado a las 

partes para alegar de conclusión (consecutivos 47 y 48). Dentro del término 

concedido, los sujetos procesales presentaron su escrito de cierre y el 

Ministerio Público emitió concepto. 

 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. Competencia 

 

El artículo 152 numeral 8° del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo establece que los tribunales administrativos 

conocen en primera instancia de la nulidad del acto de elección de 

alcaldes de ciudades que sean capital departamento; lo que ocurre en el 

presente caso pues Yopal es la capital del departamento de Casanare y 

por tanto el Tribunal es competente para conocer del presente asunto. 
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2.2 Problema jurídico 

 

¿En el presente proceso se demostró que el candidato Luis Eduardo Castro 

ofreció como dádiva de vivienda gratis a cambio de votos para su elección 

como alcalde municipal de Yopal periodo 2020-2023?  

 

2.3 Tesis de la Sala 

 

En el sub examine, no acreditan las circunstancias de tiempo, modo y lugar 

en que, según la demandante, el entonces candidato Luis Eduardo Castro, 

ofreció vivienda gratis como dádiva a cambio de votos, tampoco se probó 

en el plenario que persona alguna hubiese ejercicio su derecho al voto bajo 

tal dádiva.  

 

Por el contrario, en el expediente se demostró que en el programa de 

gobierno “Yopal ciudad segura” dentro de las propuestas del entonces 

candidato a la alcaldía de Yopal se incluyó en el numeral 4.7 el programa 

de vivienda por autoconstrucción, la gestión de recursos para desarrollar 

proyectos de vivienda que beneficie a quienes tengan ingresos inferiores a 

4 salarios; gestionar ante el Gobierno nacional el programa de vivienda en 

la modalidad de profesionales; gestionar subsidios de vivienda nueva para 

construcción en sitio propio y mejoramiento de vivienda a la población 

vulnerable que lo requiera. De tal manera que la actuación realizada por 

aquél se encuentra soportada en el artículo 259 de la Constitución Política 

y las leyes 131 de 1994 y 407 de 1998. Por tal razón se negarán las 

pretensiones de la demanda. 

 

2.4 Premisas jurídicas 

 

Con el fin de dar respuesta al problema jurídico planteado, resulta 

necesario efectuar un análisis de los derechos políticos de los ciudadanos y 

con ello determinar, si durante la campaña del señor Luis Eduardo Castro, 

incurrió en la práctica corrupta a que alude la parte actora. 

 

2.4.1. Derechos políticos 

 

La Constitución Política define a Colombia como un Estado Social de 

Derecho, fundado en la soberanía popular, la democracia, la participación 
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y la prevalencia del interés general, entre otros principios1, que se 

manifiestan a través del derecho que tiene todo ciudadano a participar en 

la conformación, ejercicio y control del poder político, elegir y ser elegido, 

tomar parte en las elecciones, entre otras facultades.2 

 

Dicho ejercicio exige el desarrollo de un proceso electoral, ético y 

transparente que garantice a los electores conocer de manera clara y 

completa el plan de gobierno de los candidatos, como en efecto,  lo 

ordena el artículo 3 de la Ley 131 de 19943, así como ejercer su voto de 

manera libre, sin que medie imposición alguna que coarte sus derechos 

políticos. 

 

Sobre este aspecto, la Corte Constitucional explicó:  
 
 

“Esta Corte ha expresado que los derechos políticos pueden clasificarse de 

múltiples formas; en el caso particular de la participación, aquellos pueden ser: 

i) de participación directa (iniciativa legislativa, referendos, entre otros); ii) de 

acceso a la función pública; y iii) derecho al sufragio, tanto en su dimensión 

activa como pasiva”4 
 

Así mismo, en sentencia T-369/18,  La Corte precisa que los derechos 

políticos de participación, son derechos fundamentales  y constituyen una 

esfera indispensable para la autodeterminación de la persona, el 

aseguramiento de la convivencia pacífica y de un orden justo.5  

 

Al respecto, el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (CADH) estableció:  

 
“Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) de 

votar y ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 

sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre elección. 

                                                           
1 Artículo 1 C. P.  
2 Articulo 40 C. P.  
3 Los candidatos a ser elegidos popularmente como gobernadores y alcaldes deberán someter a 

consideración ciudadana un programa de gobierno, que hará parte integral de la inscripción ante 

las autoridades electorales respectivas, debiéndose surtir posteriormente su publicación en el órgano 

oficial de la entidad territorial respectiva o, en su defecto, las administraciones departamentales o 

municipales ordenarán editar una publicación donde se den a conocer los programas de todos los 

aspirantes, sin perjuicio de su divulgación pública de acuerdo con la reglamentación en materia de 

uso de medios de comunicación. 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-101 de 2018; Referencia: Expediente D-12036; Magistrada 

Sustanciadora GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO; 24 de octubre de 2018.  
5 Corte Constitucional; Referencia: Expediente T-6.578.691; M.P; ALBERTO ROJAS RÍOS; Bogotá, 6 de 

septiembre de 2018. 
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Así mismo, el artículo 40 de la Carta Política, establece que todo ciudadano 

tiene derecho a participar en la conformación del ejercicio y control del 

poder político, para lo cual puede: i) elegir y ser elegido; ii) tomar parte en 

elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 

participación democrática; iii) constituir partidos, movimientos, formar parte 

de ellos; iv) revocar el mandato, entre otras;  

 

Por su parte, el artículo 258 ibídem, preceptúa que “el voto es un derecho y 

un deber ciudadano, en donde el Estado tiene a su cargo, velar porque no 

se ejerza ningún tipo de coacción y en forma secreta por los ciudadanos en 

cubículos individuales instalados en cada mesa de votación sin perjuicio del 

uso de medios electrónicos o informáticos” 

 

En el mismo sentido, el artículo 1 de la Ley 403 de 1997, establece que el 

voto es un derecho y un deber ciudadano y ejercerlo en la vida política, 

cívica y comunitaria, es una actitud positiva de apoyo a las instituciones 

democráticas que debe ser reconocida. 

 

El artículo 2 de la citada ley, relaciona los distintos beneficios para quien 

ejerza el derecho al voto en forma legítima, dentro de los que se 

encuentran:   

 

“1. Quien hubiere participado en las votaciones inmediatamente anteriores 

tendrá derecho a ser preferido, frente a quienes injustificadamente no lo hayan 

hecho, en caso de igualdad de puntaje en los exámenes de ingreso a las 

instituciones públicas o privadas de educación superior.  

2. Quien hubiere participado en las votaciones inmediatamente anteriores al 

reclutamiento en el servicio militar tendrá derecho a una rebaja de un (1) mes 

en el tiempo de prestación de este servicio, cuando se trate de soldados 

bachilleres o auxiliares de policía bachiller, y de dos (2) meses, cuando se trate 

de soldados campesinos o soldados regulares.  

3. Quien hubiere participado en la votación inmediatamente anterior tendrá 

derecho a ser preferido, frente a quienes injustificadamente no lo hubieren 

hecho, en caso de igualdad de puntaje en la lista de elegibles para un empleo 

de carrera del Estado.  

4. Quien hubiere ejercido el derecho al voto en la votación inmediatamente 

anterior tendrá derecho a ser preferido, frente a quienes injustificadamente no 

lo hicieron, en la adjudicación de becas educativas, de predios rurales y de 

subsidios de vivienda que ofrezca el Estado, en caso de igualdad de 

condiciones estrictamente establecidas en concurso abierto.” (negrilla fuera 

de texto) 

 
 

De conformidad con lo anterior, los derechos políticos no se limitan al 

ejercicio del sufragio, pues el mismo conlleva una serie de atribuciones, para 
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elegir, ser elegido, exigir el cumplimiento de un programa de gobierno, 

entre otras facultades, participación que exigen una relación continua 

entre el candidato y el elector, precisando que, con el fin de incentivar el 

voto, se han concedido varios beneficios a quienes lo ejerzan. 

 

2.4.2 Programa de gobierno 

 

El artículo 259 de la Constitución Política establece que, quienes elijan a 

gobernadores y alcaldes imponen al elegido el programa que presentó 

cuando se inscribió como candidato, norma que fue desarrollada por la Ley 

131 de 1994, que en su artículo 3, ordena a los candidatos que van a ser 

elegidos popularmente, someter a consideración de la ciudadanía un 

programa de gobierno, que hará parte integral de la inscripción.  

 

Así las cosas, ¿qué es un programa de gobierno? 

 

Es un instrumento político y técnico de los procesos electorales, de gestión 

de desarrollo, de gobierno y de gestión pública territorial, en el que se 

establecen los compromisos y responsabilidades que comparten los 

gobernantes y los ciudadanos sobre el presente y futuro de la entidad 

territorial, los cuales son de obligatorio cumplimiento, en virtud del voto 

programático6. Se trata de la voluntad expresa de todo aspirante a 

gobernador y alcalde,  que contiene los programas, proyectos y acciones, 

con las cuales se compromete a minimizar las deficiencias y a potenciar las 

fortalezas de su departamento o municipio, para un periodo determinado, 

permite hacer un control político sobre él, acorde con el marco 

constitucional, inclusive una revocatoria del mandato.  

 

Para formular el programa de gobierno, el candidato debe tener entre otros 

aspectos, un diagnóstico en el que analice de manera general el contexto 

de la entidad territorial, estableciendo situaciones problemáticas puntuales, 

procesos de cambio ocurridos en el pasado, eventos o situaciones que 

dieron origen a los problemas existentes así como una breve descripción 

financiera y fiscal de la entidad territorial,  precisando que la información 

que se reporta, debe estar soportada en datos y cifras verificables.7  

                                                           
6 DNP; Orientaciones para la Construcción de programas de gobierno; página 11. 

7 DNP. programasgobierno-2015.pdf; Pág. 48 
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Establecido el diagnóstico, el paso a seguir es la construcción del 

componente estratégico, que proporciona el sello distintivo de las 

propuestas del candidato, la opción frente al tipo de desarrollo y bienestar, 

así como la forma de gobernar que marca la diferencia con otras 

propuestas. Igualmente se plantean las propuestas y compromisos para el 

desarrollo de la entidad territorial, como respuesta para actuar frente a una 

situación problemática que conllevan a programas proyectos. 

Posteriormente, se debe presentar el programa de gobierno a la 

ciudadanía y proceder a inscribirlo8. 

 

Se resalta la importancia de esta etapa, toda vez que, el programa de 

gobierno es la bandera que lidera en la campaña electoral y fija el debate 

político, pues éste es la base para que los electores conozcan su contenido, 

de manera que obtengan el respaldo para ser elegidos. 

 

2.4.3. Ética del candidato  

 

En el ejercicio del derecho político, se debe garantizar un proceso electoral 

transparente que no altere la voluntad del ciudadano; por ello, el periodo 

de campaña y elección, el candidato, debe estar enmarcado dentro de 

un comportamiento ético. 

 

Sobre este aspecto, la Ley 130 de 1994, por la cual se dicta el estatuto 

básico de los partidos y movimientos políticos, establece en su artículo 41 

que, con el fin de colaborar en la consolidación de la moral pública, 

aquellos crearán Consejos de Control Ético y establecerán sanciones para 

los candidatos que incurran en faltas que trasgredan las reglas de la moral 

y la honestidad, hasta el punto de abstenerse de avalar su candidatura. 

 

El Consejo de Estado explica: 

 

“La Sección Quinta del Consejo de Estado ha pasado de considerar que la 

violencia al elector era irrelevante para la acción de nulidad electoral, a 

aceptarla como causal de nulidad, aún antes de la entrada en vigencia de 

la Ley 1437 de 2011 - CPACA, que la estableció expresamente, y dicha 

                                                           
8https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Desarrollo%20Territorial/Portal%20Territorial/NuevosMandatarios/
Guia%20Programa%20de%20Gobierno.pdf Págs. 16-22.  
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violencia comprende no solo las físicas sino también las psicológicas, el 

constreñimiento, la coacción o cualquier tipo de situación que anule su 

libertad de escoger libremente la opción para ejercer el derecho al voto, lo 

cual incluye el otorgamiento de dádivas considerado por el derecho penal 

como delito de corrupción al sufragante, conducta que se enmarcaría en 

la descrita en el caso sub judice. Así mismo, frente a los requisitos para que 

se estructure la causal alegada de violencia psicológica relacionada con 

la corrupción al elector, la jurisprudencia de esta Sección ha establecido 

que es necesario que se pruebe :i) las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar que permitan demostrar que existió la violencia alegada, lo cual 

además del factor objetivo que incluye que los constreñidos ejercieron el 

voto en determinadas zonas, puestos y mesas, tiene un factor subjetivo, es 

decir que dicho voto se dio como consecuencia de las dádivas ofrecidas 

y/o recibidas; ii)que, en caso de violencia sicológica, las dádivas fueron 

otorgadas por los demandados con el propósito señalado por el 

demandante, es decir, para constreñir la voluntad del elector, iii) cuántos 

ciudadanos votaron en razón de haber recibido un pago o una promesa de 

dádiva; iv) que el fraude de esos votantes tuvo la potencialidad de modificar 

el resultado electoral. (…) Así mismo, ha indicado esta Sección, en reciente 

pronunciamiento, que por ser la violencia una causal sui generis, además 

de estar acreditada con los requisitos atrás señalados, esta debe ser de tal 

entidad que haya afectado el resultado y se precisó que “no todo acto 

violento, por criticable que sea, da lugar siempre a la nulidad electoral”, que 

es una causal “sui generis” en tanto “sus presupuestos deben ser 

acreditados y ella -la violencia- debe ser de tal entidad que haya vulnerado 

y afectado el resultado electoral.”9  (negrilla fuera de texto). 

 

 

Ahora, en la providencia citada por el Ministerio público Rad No.11001-03-

28-000-2018-00084-00, en la cual se debatió el tema de prácticas contrarias 

a la libertad del elector, Consejero Ponente CARLOS ENRIQUE MORENO 

RUBIO, se explica: 

 

“Es claro que la alteración indebida de la voluntad de los electores a través 

de presiones de cualquier tipo que afecten su libertad y vicien el voto, 

como por ejemplo, la corrupción a través de coacción a los votantes o el 

ofrecimiento y/o entrega de dádivas para que acudan a las urnas en un 

sentido determinado, desconocen principios democráticos fundantes. 

Adicionalmente se advierte que las prácticas relacionadas con la compra 

de votos han sido catalogadas clásicamente por la jurisprudencia de esta 

Sección como violencia sicológica contra el elector y se han analizado 

como una causal objetiva a la luz de lo establecido en el numeral 1 del 

artículo 275 de la Ley 1437 de 2011 que establece como una causal 

específica de nulidad electoral el haber “ejercido cualquier tipo de 

violencia sobre los nominadores, los electores o las autoridades 

electorales”. (…). No obstante, con base en las consideraciones 

anteriormente expuestas considera la Sala que el análisis de la incidencia 

de las prácticas relacionadas con corrupción que afecten la libertad del 

elector deben ser estudiadas no desde la óptica de la causal objetiva de 

nulidad electoral, sino desde el punto de vista subjetivo caso en el cual no 

se requeriría de la demostración taxativa de los requisitos en cita. Lo 

anterior, por cuanto, como se expuso, la conducta de un candidato que 

                                                           
9 CONSEJO DE ESTADO; SECCION QUINTA; C. P.: LUCY JEANNETTE BERMUDEZ BERMUDEZ;  21 de enero 

de 2016; Rad. No.: 11001-03-28-000-2014-00030-00; Actor: CIRO ALBERTO VARGAS SILVA; Demandado: 

REPRESENTANTES A LA CAMARA POR EL DEPARTAMENTO DEL GUAINIA. 
 

http://www.lexbase.biz/lexbase/normas/leyes/2011/L1437de2011.htm
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deliberadamente afecte la pureza del voto y que a través de prácticas 

corruptas obtenga un resultado favorable en las urnas, vulnera las normas 

de rango superior en que el acto electoral debe fundarse. (…). Por lo tanto, 

las prácticas corruptas y antidemocráticas de candidatos que busquen 

coartar por cualquier medio la libertad de los votantes para obtener 

beneficios en los resultados electorales, constituye un causal subjetiva de 

nulidad electoral para cuya prosperidad se debe demostrar que el 

candidato ejerció directa o indirectamente la actividad irregular o sabía 

de ella y con su anuencia se adelantó. 

De conformidad con la norma y jurisprudencia previa, constituye violencia 

sobre el elector, cualquier situación que afecte o anule su libertad al 

momento de ejercer el derecho al voto, causal que exige los siguientes 

requisitos:  

i) Las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dio la violencia 

alegada, es decir, de qué forma se dio la dádiva a cambio de un voto, en 

qué consiste y cómo ocurrió. 

ii) Establecer cuál fue la intención del candidato para ofrecer dádivas, esto 

es, si con la misma busca obtener un resultado favorable en las elecciones. 

iii) Determinar cuántos ciudadanos votaron a cambio de una promesa o 

pago. 

iv) La configuración de la causal debe ser de tal entidad que haya incidido 

en el resultado electoral.”10 

 

Pues bien, de los parámetros jurisprudenciales traídos a colación se 

desprende que la causal de corrupción que afecte la libertad del elector 

en cuanto a su calificación objetiva o subjetiva no tiene una línea pacífica, 

pues en la primera tesis se habla de causal objetiva y por ende del artículo 

275 numeral 1 del C.P.A.C.A. mientras que en la citada providencia del 2019 

se alude a causal subjetiva en los términos del artículo 137 ídem. 

 

Teniendo en cuenta los hechos fijados en litigio respecto a las supuestas 

prácticas corruptas que afectaron la libertad de sufragio y que mediante el 

ofrecimiento de dádivas tergiversó las elecciones por votos obtenidos 

fraudulentamente, se debe analizar desde la óptica subjetiva, cuál fue la 

conducta realizada por el individuo y determinar si esa conducta se 

encuadra en lo que se denomina “verbo rector”. El silogismo de la norma se 

presenta cuando se promete, paga o entrega dinero o cualquier obsequio 

a un votante para que vote en favor de determinado candidato, partido o 

corriente política, vote en blanco, o se abstenga de hacerlo. El delito de 

corrupción al sufragante11, por su propia naturaleza, exige la intervención 

                                                           
10 CONSEJO DE ESTADO. - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- SECCIÓN QUINTA.- Consejero 

ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO,  16 mayo de 2019.-Radicación número: 11001-03-28-000-

2018-00084-00.- Actor: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN.- Demandado: AIDA MERLANO 

REBOLLEDO- SENADORA DE LA REPÚBLICA- PERIODO 2018-2022 Referencia: NULIDAD ELECTORAL-

Prácticas contrarias a la libertad del elector. 
11 Artículo 390 código penal. 
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de por lo menos dos personas; es decir, quien promete, paga o entrega, y 

quien acepte o recibe. Debe aclararse que la acción de prometer sería la 

única que podría realizarse de forma unilateral, o sea por el promitente.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional explicó que el delito de corrupción al 

sufragante pretende establecer una comparación entre la conducta de 

quien prometa dádiva, dinero o un beneficio particular en favor de un 

tercero habilitado para votar y la conducta de quien acepte dicha 

promesa12.  

 

Finalmente se precisa que, el propósito de la causal de anulación antes 

referida pretende amparar los cuatro principios del sufragio, citados en 

sentencia T-261/9813, en la que se indica que el voto de ser universal, igual, 

directo y secreto; este último garantiza al ciudadano que su elección no 

será conocida por las demás personas, para que pueda votar sin 

represalias, de manera libre y voluntaria. 
 

 

2.5 Premisas fácticas 

 

Teniendo en cuenta las pruebas recaudadas en el proceso se demuestra lo 

siguiente: 

 

 En el programa de gobierno del señor Luis Eduardo Castro “Yopal 

ciudad segura”, en su propuesta como candidato a la alcaldía de Yopal 

para el periodo 2020-2023, se incluye: 

“4.7. Vivienda:  

 

Implementar programas de vivienda por autoconstrucción como 

estrategia de pertenencia, arraigo social y generación de empleo al núcleo 

familiar.  

Gestionar recursos para desarrollar un proyecto de vivienda que beneficie 

a quienes tengan ingresos inferiores a 4 salarios.  

Gestionar ante el gobierno nacional un proyecto de vivienda en 

modalidad de profesionales, dirigido a quienes tengan ingresos superiores a 

4 SMMLV.  

Gestionar subsidios de vivienda nueva para construcción en sitio propio y 

mejoramientos de vivienda a la población vulnerable que lo requiera.  

 

                                                           
12 Corte Constitucional - Sentencia C-604/19; Referencia: Expediente D-13354; Demandante: 

Francesco Guillermo Sirtori López; M. P.: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ; Bogotá, 11 de diciembre 

de 2019. 

13 Corte Constitucional; mayo 28 de 1998; Referencia: Expediente T-153118; Actor: Fernando Prada 

Ortega;  Tema: El derecho al voto secreto es fundamental; Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO 

CIFUENTES MUÑOZ. 



TRIBUNAL ADMINSITRATUVO DE CASANARE 
85001-2333-000-2019-00195-00 Pág. 34 

 

25 
 

Brindar solución a los problemas de acueducto, alcantarillado, gas y 

energía eléctrica en cada uno de los proyectos ya construidos, al igual que 

los nuevos a desarrollar” (carpeta denominada fl.107) 
 

 En audio incorporado al expediente, el señor Luis Eduardo Castro 

explica el prototipo de diseño que va a entregar para lotes con servicios, 

construir la unidad básica pero que queda de una vez el diseño para 

vivienda de 2 plantas; que este es el subsidio de vivienda rural por un techo 

de 10 millones de pesos, le preguntan ¿habrá vivienda entregada con 

transparencia en su administración municipal? responde que ese es el 

ejercicio, que estos son los modelos de acuerdo a la ley de vivienda y que 

en la oficina de al lado se entrega formularios, se empieza a tener la 

información para entregar la vivienda a la gente que de que verdad la 

necesita,  pero que un requisito fundamental  es presentar el certificado 

electoral y que el equipo empezará a hacer la investigación de la 

información, si es verdad que no tienen ningún bien, si no ha tenido subsidio, 

que verdaderamente presenten todos  los requisitos para lo que es vivienda 

prioritaria y vivienda interés social. 

 

Le pregunta el periodista ¿tendrán la ciudad de Yopal un Banco de tierras, 

algo que garantice efectivamente los terrenos en donde se oferten las 

unidades de vivienda sean legales y no tengan problemas jurídicos?; 

responde que él es de la política que hay que “densar” la ciudad y que 

como se va el terminal de los predios que quedan en la 23 con 30, que son 

unos terrenos privados, pero que se quieren entregar para para la vivienda, 

el club de edificios lo compraron para el Banco de tierras. Refiere que en un 

acuerdo con el gobernador va a quedar un centro ferial por la vía Morichal 

y ahí debe quedar la manga de coleo, pues por el ajuste del POT no puede 

operar. Precisa que esos serán terrenos para vivienda y para este tipo de 

apartamentos. 

 

Cuando el periodista le pregunta qué va a pasar con las urbanizaciones 

ilegales bajo su administración, Luis Eduardo Castro contesta que es claro 

que el actual alcalde ha hecho un esfuerzo, que manda hasta diciembre y 

que debe esperar, que ha hecho con el convenio de COMFACASANARE, 

por tanto, toca ejecutar lo que deje su antecesor y lo que no, será incluido 

en su política de vivienda. El periodista le pregunta qué  invitación le hace 

a los políticos que todavía insisten en engañar a la gente con falsas 
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promesas de vivienda y el señor Castro respondió que para su caso, él formó 

parte de un Gobierno en que entregaron San Marcos y La Decisión;  acepta 

que  hay errores en la adjudicación porque el 50% de la misma, fue hecha 

en su momento por el municipio, por ser el dueños de los predios, que en 

este caso hay una claridad que él siendo el alcalde y Marco Tulio el 

gobernador va a ser más fácil hacer procesos transparentes de la 

adjudicación de vivienda, que esto es parte del inicio, que aquí la 

comunidad se informa bien, porque el beneficiario tiene que también 

contribuir con mano de obra por ejemplo en los lotes con servicios construye 

la unidad básica. 

 

Que esto es una maqueta para mejoramiento de vivienda donde el 

gobierno departamental, en el caso de que sea Marco Tulio Ruiz, le 

manifestó que él lo apoyaría con 6.000 subsidios de vivienda, toda vez que 

él – Luis Eduardo Castro-, legalice todos los terrenos por la Pedrera hacia 

Morichal y a la Guafilla, que las personas hicieron mucho esfuerzo para 

pagar esos lotes, son las personas que demandan aplicar el subsidio en lote 

propio y es lo que se ve en la maqueta, el entrevistado describe vivienda 

de interés prioritario que sería como modelo San Marcos, vivienda interés 

social que sería como modelo La Decisión; lote con servicios, diseño que 

sería para autoconstrucción, subsidio rural de acuerdo a la política sub rural 

con el Banco Agrario y que en ese caso no dan ni la plata ni los materiales, 

simplemente se constituirá un talento humano por el municipio y la 

Gobernación les dará los subsidios para aplicarlos. 

 

Explica igualmente que las personas renunciarían a ser invasores y vendrían 

a seguir esta política de vivienda, que divinamente lo pueden hacer, que 

hoy están esperando que la actual administración que tiene un proyecto 

que le parece muy interesante, tiene la voluntad de solucionarles, pero que 

se va a quedar alguna gente por fuera y que ellos son bienvenidos a este 

tipo de proyectos. En cuanto a los requisitos para poder acceder a estos 

proyectos, el candidato Luis Eduardo Castro, le contestó a la periodista que 

indudablemente no tener vivienda y cumplir bajo la Ley, que va a haber 

vivienda para adulto mayor, para discapacitados, para víctima, 

desplazado, afrodescendiente y madre cabeza de hogar. Refiere que en 

la maqueta se ven torres de cinco pisos cuatro apartamentos por pisos, 
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zonas verdes, parqueaderos y todo lo que demanda cesión de terreno. (C. 

Ppal- Tomo I Fl. 11 carpeta Yopal) 
 

 El señor Luis Eduardo Castro, concedió una entrevista en su condición 

de candidato a la alcaldía de Yopal, la cual, se divulgó a través de los 

diferentes medios de comunicación; en ella sostuvo que se han hecho una 

serie de señalamientos en torno a que es muy desproporcionada su 

propuesta para Yopal en el tema de vivienda;  sostiene que si alguien tiene 

autoridad para hablar de vivienda es él y aclara que nunca ha planteado 

15.000 soluciones de vivienda, indicando que la demanda sí llega a esta 

cifra de personas que no tienen vivienda, lo que es totalmente diferente. 

Precisa que su propuesta bajo el programa de gobierno es de 5.000 

soluciones de vivienda 2500 en apartamentos y 2500 lotes con servicios para 

viviendas con diseños de dos plantas de autoconstrucción, explica que lo 

que más vale es el terreno y los servicios y la mano comprometida para la 

construcción. 

 

Refiere que el tema no es la discusión del presupuesto sino la voluntad 

política y que sus contendores políticos no pueden hablar de vivienda 

porque no lo incluyeron en sus programas de gobierno, reitera que él si lo 

incluyó en el programa de gobierno porque previamente verificó las 

necesidades de la comunidad y por eso incluyó vivienda dentro de los ejes 

de su programa de gobierno, para que por primera vez el pueblo vote por 

un programa que es el sentimiento general de ellos, explica los planes de 

vivienda, señala que debe para ello hacer un ajuste al POT, que sus 

programas están planteados en posibles terrenos del hoy terminal que va 

salir de allí y que planea cambiar el destino del suelo para que la gente 

humilde puede vivir allí, también en terrenos del club crediticio que están 

vendiendo los socios; igualmente plantea la ampliación vía Morichal de la 

variante para la construcción del centro ferial y que allí podrá quedar en un 

acuerdo de los beneficiarios de la manga de coleo para negociar dicho 

terreno o en un eventual caso los lotes de engorde del centro. Explica que 

la vivienda activa el comercio, el empleo y da una respuesta digna a los 

Yopaleños. 

 

En lo que atañe al diligenciamiento de formularios, el periodista le formula 

la pregunta del posible constreñimiento al elector, frente a lo cual el 

candidato Castro responde que las personas que hacen esas afirmaciones 
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son los escuderos de la doctora Fernanda y que lo que él está entregando 

es un formulario diagnóstico para vivienda urbana en Yopal, aclara que 

para explicar los modelos de vivienda lo mínimo que tiene que recepcionar 

son los datos y saber para qué vivienda quiere aplicar. Manifiesta que lo 

mejor que le puede pasar a Yopal es que Marco Tulio sea el gobernador y 

Luis Eduardo alcalde y que cumplirán con más de 5000 viviendas porque él 

tiene planteadas 3000(C. Ppal- Tomo I Fl. 11 carpeta Yopal). 

 

 Al expediente se incorporó el siguiente documento: 

 

(C. Ppal- Tomo I Fl. 107 carpeta Yopal) 

 

 Mediante oficio Penal No.0187/F-13 Seccional del 8 de septiembre de 

2020, la Fiscal 13 Seccional, informa al Tribunal: “Respecto a su solicitud me 

permito comunicarle que la Fiscalía Trece Delegada ante los Juzgados 

Penales del Circuito Unidad de Administración Pública adelantó la 

investigación de la referencia en contra de del señor LUIS EDUARDO CASTRO 

por el delito de CORRUPCIÓN AL SUFRAGANTE. Mediante constancia de 

fecha 25 de agosto de 2020 y en aplicación al art. 79 de la ley 906/04 se 

ordenó el Archivo de la Investigación por ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA. 

“(C. Ppal- Tomo I consecutivo 41 Respuesta Fiscalía- fl. 51) 

 En el informe de campo rendido por la Policía Judicial, que allega la 

Fiscalía 13 de la Unidad de Administración Pública de Yopal, se indicó que 

el objeto de la orden policial era verificar si los ciudadanos Alfonso González 

y Daniela Peña - quienes aparecen firmando el formulario de diagnóstico 
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para vivienda urbana Yopal-, les hicieron algún ofrecimiento, cuál era la 

intención al llenar el mismo, dónde reposan o cuál el destino de esos 

documentos, etc. En el desarrollo de dicha investigación, se dejó la 

siguiente constancia:  

“El día 11 de agosto de 2020 se entabló comunicación con el abonado 

celular 314 - 393336 que se encuentra en el formulario aportado en la 

denuncia, entrevistándome telefónicamente con RUTH YANETH GONZALEZ 

RESTREPO identificada con la cédula de ciudadanía No. 30.080.145, quien 

manifestó que no tenía los medios para realizar una entrevista virtual ya que 

contaba con un plan limitado de datos; continuando con el diálogo se le 

indagó por el ciudadano ALFONSO GONZALEZ, informando que no se 

encontraba con el mismo y además que era una persona con limitaciones 

físicas y tenía aproximadamente 80 años de edad. Al notarse lo anterior y 

en vista de que RUTH YANETH se encontraba colaborando con información 

se le indago si tenía conocimiento sobre un formulario para un proyecto de 

vivienda en la campaña de LUIS EDUARDO CASTRO, contestando que 

efectivamente ella había suscrito dicho formulario, el cual era para realizar 

un análisis de las personas que se encontraban sin vivienda en la ciudad de 

Yopal, que nunca les había exigido nada y además agregó que ni siquiera 

ella voto por LUIS EDUARDO CASTRO, y don ALFONSO tampoco había 

ejercido el derecho al voto. Cabe resaltar que la llamada se hizo desde el 

abonado institucional 315 - 7175016, asignado al suscrito investigador”. 
 

En relación con el tema de vivienda enunciado en la campaña de LUIS 

EDUARDO CASTRO, manifestó se trataba de implementar programas de 

vivienda por autoconstrucción como estrategia de pertenencia, arraigo 

social y generación de empleo al núcleo familiar, así como gestionar 

recursos para desarrollar un proyecto de vivienda que beneficiaría a 

quienes tengan ingresos superiores a 4 salarios mínimos y resalta que lo 

mismo se efectuó en el proyecto de fortalecimiento empresarial y 

reactivación económica. Lo cual se observa como un proyecto, como un 

programa de gobierno y/o plan de acción político donde de acuerdo a los 

formularios anexados por la denunciante se trataba de un diagnóstico que 

se haría para conocer la problemática de vivienda y del comercio en 

general que tiene el municipio de Yopal (consecutivo 43). 

 En Interrogatorio de parte del señor LUIS EDUARDO CASTRO, declaró 

que presentó un programa de gobierno, donde está incluido el plan de 

vivienda, que se sometió a la Ley 131 de 1994 y bajo todos los parámetros 

para elaborar el programa de gobierno, entre ellos constituir un equipo 

técnico y político, para el caso de vivienda hacer un diagnóstico, 

escuchando a la comunidad; tuvo en cuenta la experiencia adquirida 

cuando fue director de planeación departamental en que manejó política 

de vivienda y que articuló tres parámetros legales: la Ley 131 de 1994 con 
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las cartillas pertinentes para la elaboración de su programa de gobierno, la 

Ley 403 de 1993 que se refiere al tema del certificado electoral y el Plan de 

Desarrollo del orden nacional, que ya trae implementada la política de 

vivienda y que dio todos esos pasos para presentar cuatro programas de 

vivienda, resaltando que en su programa de gobierno incluye una 

propuesta de 5000 viviendas. 

 

Respecto al documento denominado formulario diagnóstico para vivienda 

urbana rural, declaró que en efecto esa fue la mecánica de lo que acaba 

de explicar respecto de las cartillas para el proceso de elaboración de su 

programa de gobierno, que incluía el referido diagnóstico arrojando que en 

Yopal indudablemente había necesidad de vivienda, que él tuvo un centro 

de información donde ajustaron el programa de vivienda a los parámetros 

legales que anunció anteriormente, que recibieron toda la información a 

través de este documento y también verbalmente por los ciudadanos. 

 

En lo que atañe a su programa de gobernó aclara que nunca planteó 

vivienda gratis, que por el contrario se sometió a la ley de vivienda del orden 

nacional, que en el plan de desarrollo ya existía la propuesta de subsidios y 

que por tanto pudo plantear el tema de vivienda por auto construcción 

que es la mejor modalidad porque la gente valora, hace un esfuerzo, donde 

pueden aportar mano de obra, hacer unos aportes, un ahorro programado.  

Que hoy ya se están dando paso para 2000 soluciones de vivienda y que 

eso refleja lo que planteó en el programa de gobierno, dar política de 

vivienda con los cierres financieros que establece la ley, indudablemente 

en llave con el gobierno nacional y el gobierno departamental, mucho más 

cuando el municipio le queda fácil aportar los predios. 

 

Pone en conocimiento, que cuando encuestó o habló con la ciudadanía 

siempre le manifestaron que le dan la vivienda a quien no la necesita y que 

se buscara un mecanismo para que la vivienda de verdad llegara a 

población vulnerable y que el techo más alto que arrojó la encuesta fue la 

de madres cabeza de hogar, que por eso se acogió la  Ley 406 de 1997 

para pedir el certificado electoral pero no con el ánimo de presión sino con 

el fin de que se entregara la vivienda gente de Yopal (C. Ppal- Tomo I 

consecutivo 48). 
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2.6 Análisis del caso concreto 

 

Con el fin de determinar si en efecto, como lo aduce la demandante, se 

incurrió en la aludida causal de nulidad por corrupción al sufragante, la Sala 

verificará  si se identifican las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

se dio la promesa, cuántos ciudadanos votaron a cambio de la aludida 

dádiva, cuál fue la intención del candidato y si dicho ofrecimiento 

contribuyó de manera eficiente a que el señor Castro resultara electo como 

alcalde de Yopal para el periodo constitucional 2020-2023. 

 

En la demanda se señala que a través de los formularios para acceder a las 

supuestas viviendas prioritarias se podían verificar los electores que se 

habían vinculado a la campaña de Luis Eduardo Castro y con el certificado 

electoral, comprobar que el ciudadano que había votado bajo la 

mencionada promesa, afirmando que dicha estrategia, contribuyó al 

resultado obtenido en Yopal, habida cuenta que el antes mencionado, 

resultó elegido como alcalde de dicho municipio. 

 

Revisado el expediente, se encuentra solamente un formulario suscrito por 

el señor Alfonso González, persona mayor, dependiente y con 

discapacidad14. Así mismo se incorporaron dos entrevistas realizadas por los 

medios de comunicación al señor Luis Eduardo Castro, a través de las cuales 

expone de manera amplia el programa de soluciones o subsidios de 

vivienda para el municipio de Yopal, precisando que se elaboró un 

formulario de diagnóstico, para conocer la problemática de vivienda en 

dicha jurisdicción y que uno de los requisitos es presentar el certificado 

electoral.  

 

Lo indicado en dichas entrevistas se reitera en el interrogatorio de parte, 

resaltando que dentro de su programa de gobierno incluyó el proyecto de 

subsidios y soluciones de vivienda, teniendo en cuenta la experiencia que 

adquirió en dicho sector, cuando fue director de planeación 

departamental y maneja la política de vivienda. Refiere que el documento 

denominado formulario de diagnóstico fue la mecánica para establecer la 

necesidad que en ese sentido existe en el municipio de Yopal y que pidió el 

certificado electoral, acogiéndose a lo dispuesto en la Ley 403 de 1997. 

                                                           
14 C. Ppal- Tomo I Fl. 107 carpeta Yopal 
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Confrontadas las pruebas antes indicadas con las premisas jurídicas, 

especialmente en el procedimiento establecido para la elaboración del 

plan de gobierno, se advierte que dentro de sus etapas, se encuentra la de 

construir un diagnóstico que le permita establecer la realidad del territorio 

que pretende gobernar, acompasado con la descripción financiera y fiscal, 

programa de gobierno que lidera el proceso de campaña del candidato y 

con el que obviamente presenta su propuesta para que la comunidad 

decida si lo apoya o no, sobre el cual finalmente se fijará la contienda 

electoral. En ese orden de ideas, las propuestas de vivienda, sus diferentes 

modalidades y los cierres financieros a que hace referencia el señor Luis 

Eduardo Castro, no constituyen una conducta irregular, pues se reitera, al 

integrarse la propuesta de vivienda dentro del programa de gobierno, se 

encontraba facultado para presentarlo a la comunidad.  

 

Ahora bien, en cuanto a la exigencia del certificado electoral, advierte la 

Sala que no obra prueba alguna que acredite que la intención del señor 

Luis Eduardo Castro en calidad de candidato al pedir tal certificado es la 

promesa o dádiva a cambio de un voto a su favor. Por el contrario, dicho 

proceder se encuentra relacionado en el numeral 4 del artículo 2 de la Ley 

403 de 1997, como un beneficio para quien ejerza el derecho a votar de 

forma legítima, señalando que quien hubiese votado tiene derecho a ser 

preferido en la adjudicación de subsidios de vivienda, frente a quienes no 

ejercieron su derecho.  

 

Lo que aparece probado en el expediente es que el candidato dio a 

conocer a los electores, el programa de soluciones de vivienda que 

proponía en sus diferentes modalidades, invitando a la comunidad a 

diligenciar un formulario de diagnóstico, para establecer la situación que 

presenta el municipio frente a esta problemática, sobre el punto se reitera 

que al proceso se incorporó un formulario de diagnóstico firmado por el 

señor Alfonso González, quien se encuentra en situación de discapacidad. 

Se advierte que dicho señor es mencionado en el trabajo de campo 

adelantado por la Policía Judicial dentro de la investigación penal 

adelantada por la Fiscalía 13 Seccional de Yopal, en contra del señor Luis 

Eduardo Castro, por el delito de corrupción al sufragante. En dicho informe 



TRIBUNAL ADMINSITRATUVO DE CASANARE 
85001-2333-000-2019-00195-00 Pág. 34 

 

33 
 

se indica que se comunicaron con la señora Ruth Yaneth González 

Restrepo, quien constata que el mencionado señor “Alfonso González”, es 

una persona con limitaciones físicas, que tiene aproximadamente 80 años, 

no ejerció el derecho al voto y que tanto ella como él suscribieron un 

formulario de diagnóstico, para realizar un análisis de las personas que se 

encontraban sin vivienda en Yopal, que no les exigieron nada.  

 

Así las cosas, del acervo probatorio recaudado no se desprende que 

alguna persona votó como consecuencia de las dádivas originadas en la 

promesa de otorgar vivienda, pues no obra prueba que así lo determine, en 

especial, porque el único formulario que se aporta, según se indica en el 

informe adelantado dentro de la investigación penal en la que se ordenó 

el archivo por atipicidad de la conducta, no hizo manifestación alguna 

respecto a la tesis que esboza la demandante. 

 

Recapitulando, las pruebas recopiladas en el expediente de ninguna forma 

indican una violación a los principios y valores que conforman la protección 

al voto universal y secreto, o que se haya quebrantado la intención del 

votante, con la elaboración, formulación y socialización del programa de 

gobierno del candidato a la alcaldía, más aún cuando éste tiene la 

obligación de elaborar un diagnóstico de su localidad y publicitar sus 

conclusiones, de cara a la comunidad. Los formularios no son más que un 

levantamiento de la información económica y social de los habitantes de 

Yopal, para efectos de formular la política de vivienda, tan claro es que las 

entrevistas dadas por el candidato no contienen promesa alguna de dar 

vivienda a quienes votaran por él, solo promocionó un programa de 

gobierno fundado principalmente en la acción de construcción o 

proporcionar medios para la adquisición de vivienda en el municipio de 

Yopal. 

 

Las practicas utilizadas son las regularmente autorizadas para las campañas 

electorales, proceso reglado en nuestro país por el artículo 259 de la 

Constitución Política y la Ley 131 de 1994, norma que permiten a la 

comunidad, conocer el programa de gobierno, para imponer al elegido el 

cumplimiento de este. Por tanto, ante la ausencia de pruebas que permitan 

establecer que se incurrió en la causal de nulidad invocada por la 

demandante, se negarán las pretensiones de la demanda. 
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Casanare, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda instaurada por la señora 

Ángela María Rodríguez Bolívar contra la elección del señor Luis Eduardo 

Castro como alcalde del municipio de Yopal, para el periodo 2020-2023 y 

contra el Consejo Nacional Electoral, de conformidad con los motivos 

expuestos en esta providencia. 

 

SEGUNDO: En firme esta providencia, archívese el expediente dejando las 

constancias de rigor. 

 

(Aprobado en Sala de la fecha, acta  No. 70). 
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